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TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN  / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / PLAZO RAZONABLE: SEIS MESES / NO SE CUMPLE EN ESTE CASO.
En relación con la inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha determinado que la acción de tutela debe presentarse en un término oportuno, justo y razonable, indicando que en algunos casos puede ser de 6 meses y en otros de 2 años. Al respecto, dijo “cierta proximidad y consecuencia de los hechos que se dicen violatorios de derechos fundamentales, pues es claro que la solicitud de amparo pierde su sentido y su razón de ser como mecanismo excepcional y expedito de protección, si el paso del tiempo, lejos de ser razonable, desvirtúa la inminencia y necesidad de protección constitucional”.
En el caso bajo estudio, la accionante señala como hecho vulnerador la negativa de la accionada en modificar el monto del subsidio otorgado a través de la Resolución No. 002228 de 19-05-2015 por el Incoder hoy la Agencia Nacional de Tierras, petición que presentó el 13-06-2018… y se resolvió el 13-07-2018 según lo expuso en la tutela…
Por lo que al confrontar la fecha del acto administrativo mediante el cual se le negó el aumento -13-07-2018 y la presente acción radicada el 07-05-2019…; se tiene que ha mediado un lapso de diez (10) meses y veinticuatro (24) días, lo que permite inferir que ese paso de tiempo desvirtúo la inminencia y la necesidad de  protección constitucional sobre la presunta vulneración de los derechos aquí solicitados, por lo que el requisito de la inmediatez no se cumple.
[image: image1.jpg]



RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
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Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, diecinueve (19) de julio de dos mil diecinueve (2019)

Acta número 193 de 19-07-2019
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida el 21-05-2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchia, Risaralda, dentro de la acción constitucional instaurada por Diana María Marín Ramírez, identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.687.698 contra la Subdirección de Acceso a Tierras de Zonas Focalizadas de la Agencia Nacional de Tierras.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda
Quien promueve el amparo pretende la protección del derecho fundamental a la vivienda digna, igualdad y al trabajo y, en consecuencia, se ordene a la entidad accionada que revoque el acto administrativo que le adjudicó el subsidio integral para incrementar su valor o proceda a la adjudicación de una predio apto para desarrollar el proyecto agrícola familiar.

Narró la accionante que: i) es víctima del conflicto armado; ii) mediante Resolución No. 002228 de 19-05-2015 el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - Incoder hoy la Agencia Nacional de Tierras le concedió el Subsidio Integral Directo de Reforma Agraria; iii) le han negado varias veces la adjudicación de predios porque no cumplen con las características requeridas en la ley; iv) ningún acompañamiento ha recibido de la entidad accionada para materializar su derecho.
2. Pronunciamiento de la entidad accionada.
Solicitó declarar improcedente la acción por cuanto al tratarse de un acto administrativo de carácter particular, la accionante cuenta con otros mecanismos para garantizar sus derechos; además, ninguna prueba aportó que acreditará un perjuicio irremediable y urgente. Por último, señaló que le han indicado a la actora los requisitos que deba cumplir para que proceda la adjudicación del predio solicitado en el año 2019.
3. Sentencia impugnada

El juez de instancia tuteló el derecho fundamental a la vivienda digna y al trabajo y, en consecuencia, ordenó a la entidad accionada revisar las circunstancias actuales de la accionante para la materialización de su derecho o en su defecto ajustarle el valor concedido o adjudicarle un predio; además de darle acompañamiento. Lo anterior porque existió un exceso ritual manifiesto de la Agencia Nacional de Tierras al negarse a revisar el acto administrativo por el cual se le reconoció el auxilio.
4. Impugnación

La accionada solicitó revocar el fallo y argumentó que la falta de materialización del subsidio ha obedecido a la falta de requisitos técnicos y ambientales de los predios postulados que impiden que se adjudique los mismos; además de no ser competente para modificar un acto administrativo emitido por otra entidad, conforme el Decreto 2663 de 2015.
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior funcional del Juzgado Promiscuo del Circuito Quinchia, Risaralda, quien profirió la decisión.

2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula los siguientes:

Conforme a los hechos de la tutela ¿La accionada vulneró los derechos fundamentales incoados en el escrito de tutela por negar lo pedido en la solicitud elevada el 13-06-2018 por la señora Diana María Marín Ramírez? 

Previo a abordar el interrogante planteado le compete a la Sala verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

3. Requisitos de procedencia de la tutela 

Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad
.

3.1. Legitimación

Está legitimada por activa la señora Diana María Marín Ramírez por ser el titular de los derechos que invoca y ser la beneficiaria del subsidio Integral Directo de Reforma Agraria (fl.8, cdno 1) del que se pidió su modificación.
Así mismo, lo está por pasiva la Subdirección de Acceso a Tierras en Zonas Focalizadas de la Agencia Nacional de Tierras por ser esta entidad que asumió la competencia para la adjudicación del subsidio integral de reforma agraria, conforme el Decreto 2363 de 2015 ante quien se han elevado diferentes peticiones para materializar el mismo.
3.2 Derecho fundamental

No cabe duda que es fundamental el derecho a la vivienda digna y petición.
3.3. Inmediatez 
En relación con la inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha determinado que la acción de tutela debe presentarse en un término oportuno, justo y razonable, indicando que en algunos casos puede ser de 6 meses y en otros de 2 años. Al respecto, dijo “cierta proximidad y consecuencia de los hechos que se dicen violatorios de derechos fundamentales, pues es claro que la solicitud de amparo pierde su sentido y su razón de ser como mecanismo excepcional y expedito de protección, si el paso del tiempo, lejos de ser razonable, desvirtúa la inminencia y necesidad de protección constitucional”

En el caso bajo estudio, la accionante señala como hecho vulnerador la negativa de la accionada en modificar el monto del subsidio otorgado a través de la Resolución No. 002228 de 19-05-2015 por el Incoder hoy la Agencia Nacional de Tierras, petición que presentó el 13-06-2018 (fl. 30, cdno 1) y se resolvió el 13-07-2018 según lo expuso en la tutela (fl. 2, cdno 1).

Por lo que al confrontar la fecha del acto administrativo mediante el cual se le negó el aumento -13-07-2018 y la presente acción radicada el 07-05-2019 (fl. 4, cdno 1); se tiene que ha mediado un lapso de diez (10) meses y veinticuatro (24) días, lo que permite inferir que ese paso de tiempo desvirtúo la inminencia y la necesidad de  protección constitucional sobre la presunta vulneración de los derechos aquí solicitados, por lo que el requisito de la inmediatez no se cumple.

Aunado a lo anterior, la accionante ningún reparo hizo ante la negativa de aumentar el subsidio sino que de manera tácita aceptó lo allí dispuesto, pues nuevamente presentó postulación para la adjudicación de un nuevo predio en enero de 2019, como lo indicó en la tutela, sin que por el hecho de no salir avante por errores técnicos, que no son arbitrarios, se le genere la vulneración por la negativa de aquella otra petición anterior.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, al no concurrir todos los elementos de procedencia de la acción de tutela había lugar a declarar su improcedencia, por lo que se revocará la decisión de primer nivel.
A pesar de lo expuesto, se le requerirá a la accionada efectué un acompañamiento efectivo a la actora para que pueda instaurar el subsidio, en tanto que han pasado más de 3 años sin lograrlo.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 21-05-2019 proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchia para en su lugar, DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela promovida por Diana María Marín Ramírez, identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.687.698 contra la Subdirección de Acceso a Tierras en Zonas Focalizadas de la Agencia Nacional de Tierras.
SEGUNDO: REQUERIR a Julia Elena Venegas Gómez Subdirectora de Acceso a Tierras en Zonas Focalizadas de la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces, para que realice un acompañamiento efectivo a la señora Diana María Marín Ramírez, identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.687.698 para que pueda materializar el subsidio.

TERCERO: COMUNICAR esta decisión a las partes e intervinientes en el término de Ley y al juzgado de origen.

CUARTO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez


� Corte Constitucional. Sentencia T-422 de 2018 y SU-961 de 1999 reiterada en la SU-439 de 2017.
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